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REAL DECRETO DE 24 DE JULIO  
DE 1889, POR EL QUE SE PUBLICA 

EL CÓDIGO CIVIL





17

CÓDIGO CIVIL
–Gaceta de Madrid n.º 206 a 208, de 25, 26 y 27 de julio de 1889–

Teniendo presente lo dispuesto en la ley de 26 de Mayo último; conformándome 
con lo propuesto por el Ministro de Gracia y Justicia, y de acuerdo con el parecer de 
mi Consejo de Ministros;

En nombre de mi Augusto Hijo el Rey D. Alfonso XIII, y como Reina Regente del 
Reino,

Vengo en decretar que se publique e inserte en la Gaceta de Madrid el adjunto texto 
de la nueva edición del Código Civil, hecha con las enmiendas y adiciones propuestas 
por la Sección de lo civil de la Comisión general de codificación, según el resultado 
de la discusión habida en ambos Cuerpos Colegisladores, y en cumplimiento de lo 
preceptuado por la mencionada ley de 26 de Mayo último.

Dado en San Ildefonso a veinticuatro de Julio de mil ochocientos ochenta y nueve.

MARÍA CRISTINA
El Ministro de Gracia y Justicia,
JOSÉ CANALEJAS Y MÉNDEZ
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TÍTULO PRELIMINAR  —  CAPÍTULO IArt. 1

TÍTULO PRELIMINAR
De las normas jurídicas, su aplicación y eficacia

CAPÍTULO I
Fuentes del derecho

ART. 1
1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley, la costumbre y los 

principios generales del derecho.
2. Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.
3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contra-

ria a la moral o al orden público, y que resulte probada.
Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de 

voluntad, tendrán la consideración de costumbre.
4. Los principios generales del derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, 

sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.
5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de apli-

cación directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento 
interno mediante su publicación íntegra en el «Boletín Oficial del Estado».

6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, 
de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la 
costumbre y los principios generales del derecho.

7. Los Jueces y Tribunales tienen el deber inexcusable de resolver en todo caso los 
asuntos de que conozcan, ateniéndose al sistema de fuentes establecido.

CONCORDANCIAS
Ver arts. 485, 570, 571 y 587, 1520, 1574, 1579 y 1580, 1695, 1750 del CC; arts. 9.3, 81 a 92 y 93 a 

96, 149.1.8, 161 y 163 de la CE; arts. 2.1, 31 a 34, 40, 76 a 78 de la LOTC; art. 2 del Código de Comer-
cio; leyes 1 a 8 de la Ley 1/1973, de 1 de marzo, por la que se aprueba la Compilación del Derecho Civil 
Foral de Navarra; arts. 1 y 2 del Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, 
por el que se aprueba, con el título de «Código del Derecho Foral de Aragón», el Texto Refundido de 
las Leyes civiles aragonesas; art. 1 del Decreto Legislativo 79/1990, de 6 de septiembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la compilación del derecho civil de las Islas Baleares; art. 11.3 de la 
LOPJ; arts. 448 y 449 del CP.

COMENTARIO/JURISPRUDENCIA

1. Jerarquía normativa.
2. Ley.
3. Costumbre.
4. Los usos.
5. Principios generales del derecho.
6. Tratados internacionales y Derecho Comunitario.
7. Jurisprudencia.
8. La doctrina científica.

El artículo primero del Código Civil normaliza todo lo referente a las fuentes del derecho 
privado común y establece como tales, en un anticipo claro de la jerarquía normativa, la 
ley, la costumbre y los principios generales del derecho. En un segundo lugar, el CC pasa a 
implantar el principio de la jerarquía normativa de las fuentes del derecho.

1. Jerarquía normativa
Las normas de rango superior no son derogadas por las de rango inferior.
«5.- Es cierto que en el recurso se invoca también como infringido, en su motivo tercero, 

el principio general de jerarquía normativa, y la jurisprudencia que lo ha aplicado. Principio 
que en el ámbito civil está consagrado en el art. 1.2 CC, conforme al cual «Carecerán de 
validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior», y que igualmente tiene 
consagración constitucional (art. 9.3 de la Constitución)», (FJ 2.º). (STS 260/2020, de 8-6-
2020, ECLI:ES:TS:2020:1743).
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«Esa «imposición de requisitos más estrictos» que prevé la Directiva 2006/43/CE puede 
realizarse por el titular de la potestad legislativa al desarrollar dicha directiva y por el titular 
de la potestad reglamentaria al desarrollar dicha legislación, dentro de los límites que le 
impone el principio de jerarquía normativa, pero no por los tribunales de justicia, que no 
pueden desvincularse del sistema de fuentes para resolver los litigios en los que se suscite 
la cuestión de la independencia del auditor, sin perjuicio de que la interpretación de las 
normas reguladoras de la independencia del auditor deba realizarse a la luz de la letra y de 
la finalidad de la directiva para alcanzar el resultado que la directiva persigue (por todas, 
sentencia del TJUE de 24 de enero de 2018, asuntos acumulados C-616/16 y C-617/16, y las 
que en ella se citan)», (FJ 11.º 16). (STS 100/2018, de 28-02-2018, ECLI:ES:TS:2018:646).

«Como se observa con facilidad en dicho precepto no se llegan a definir los gastos com-
putables a los efectos aquí debatidos y la norma reglamentaria impugnada se ampara en 
la habilitación legal a los efectos de determinar los mecanismos de cómputo, de forma que 
cabe descartar la quiebra del principio de jerarquía normativa», (FJ 6.º). (STS 1616/2017, 
de 25-10-2017, ECLI:ES:TS:2017:3819).

«Cuando nos estamos refiriendo a la legislación autonómica, el principio de supletorie-
dad impide que una ley de uno de los ordenamientos jurídicos coexistentes en el Estado es-
pañol, derogue una ley estatal u otra ley autonómica. De acuerdo con estos principios, el de-
recho estatal sigue estando vigente, aunque no pueda aplicarse, salvo lo que se va a decir a 
continuación, cuando existe norma autonómica dictada en virtud de las competencias de la 
Comunidad de que se trate», (FJ 2.º). (STS 64/2009 de 17-2-2009, ECLI:ES:TS:2009:596).

«En cuanto a la infracción de los arts. 9.3 CE y 6 LOPJ por infracción del principio de 
jerarquía normativa.

Cita la STS de 19 de mayo de 1979, la cual, en su considerando 4.º establece la prevalen-
cia y aplicación prioritaria de la norma superior respecto de la inferior contradictoria», (FJ 
5.º). (STS 1021/2008, de 3-11-2008, ECLI:ES:TS:2008:5989).

2. Ley
La Constitución es la norma normarum del ordenamiento jurídico, los tribunales (uni-

personales y colegiados) deben interpretar y aplicar las leyes y los reglamentos dentro del 
marco definido por la Constitución y por los principios que la inspiran. En el caso de que un 
Tribunal entienda que, en el desarrollo de un proceso, una norma con rango de ley aplicable 
al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Constitución y no sea po-
sible una interpretación que acomode la norma al ordenamiento constitucional, ese Tribunal 
deberá plantear, desde luego, la cuestión de inconstitucionalidad.

Los arts. 81 a 86 CE se refieren a la elaboración de las leyes, estableciendo una diferen-
cia entre leyes orgánicas y leyes no orgánicas u ordinarias. Se entiende por leyes orgánicas 
aquellas que regulan derechos fundamentales y libertades públicas, que aprueban Estatu-
tos de Autonomía, que se refieren al Régimen Electoral y las que la Constitución determine 
que deban adoptar esa forma. La aprobación, modificación y derogación de estos textos 
normativos reclama el logro de la mayoría absoluta en el Congreso de los Diputados (art. 
81). Las técnicas de la Delegación legislativa la encontramos en el art. 82.1, 2 y 3; las de 
Bases en el art. 82.4; los Textos Refundidos, en el art. 82.5; los Decretos legislativos, en el 
art. 85, los Decretos leyes, en el art. 86 y los Reglamentos, en el art. 97.

Asimismo, las Comunidades Autónomas tienen atribuido poder legislativo y reglamen-
tario, todo esto en el marco de sus competencias (art. 148 CE) sin que quepa invasión por 
parte de las Autonomías en aquellas competencias que se encuentran reservadas al Estado 
(art. 149 CE). Las normas que dicten dentro de sus competencias tendrán carácter prefe-
rente frente a las estatales, aunque éstas no dejarán de tener el carácter de supletoriedad 
respecto de aquellas (art. 149.3 CE).

«…la norma que puede fundamentar el recurso (art. 477.1 LEC) ha de ser una infracción 
legal (art. 479.3 LEC), y aunque esta Sala estima que se comprenden la costumbre y los 
principios generales de derecho en cuanto, junto a la ley en sentido estricto, fuentes direc-
tas del ordenamiento jurídico civil conforme al art. 1.1 del CC, de ningún modo puede servir 
un contrato -o, con ámbito jurídico más amplio, un convenio- para conformar el motivo 
-infracción-, ya que si bien el contrato, las obligaciones que nacen de él, tienen fuerza de 
ley entre las partes contratantes (art. 1.091 CC), sin embargo no es una ley”, (FJ 3.º). (STS 
972/2008, de 30-11-2008, ECLI:ES:TS:2008:5931).
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3. Costumbre
En virtud de la vinculación que se realiza entre la Ley y la costumbre cabe diferenciar tres 

clases: costumbres contra legem o contrarias a la ley, que no son consideradas fuente del 
derecho; costumbres secundum legem, cuyo cometido es interpretar la ley, quedando ésta 
en grado de subordinación a ellas; y costumbres extra legem o praeter legem, cuya finalidad 
es atender vacíos legislativos y componen la fuente del derecho.

«Así tuvimos ocasión de señalarlo ya en nuestra STC 95/1993, de 22 de marzo, en la 
que subrayamos que la sentencia que introduce un cambio jurisprudencia “hace decir a la 
norma lo que la norma desde un principio decía, sin que pueda entenderse que la jurispru-
dencia contradictoria anterior haya alterado esa norma, o pueda imponerse como Derecho 
consuetudinario frente a lo que la norma correctamente entendida dice” (FJ 3)», (FJ 2.º). 
(STS 409/2019, de 9-7-2019, ECLI:ES:TS:2019:2338).

«Es innegable la consideración del Derecho consuetudinario como fuente del ordena-
miento gallego que, al igual que sucede con el derecho común, opera en defecto de ley apli-
cable (art. 1.1 del Código civil), siempre que no sea contraria a la moral y al orden público, y 
que resulte probada», (FJ 4.º). (STC de 16-11-2017, ECLI:ES:TC:2017:133).

«La prueba pericial no puede versar sobre cuestiones jurídicas, ya que éstas no pue-
den ser objeto de prueba, excepción hecha de la costumbre y el derecho extranjero 
(art. 281.2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil)», (FJ 3.º). (STS 588/2014, de 22-10-2014, 
ECLI:ES:TS:2014:4623).

«En primer lugar, porque para que la costumbre del lugar pueda ser considerada fuente del 
ordenamiento jurídico español es imprescindible que resulte probada, según previene el ar-
tículo 1.2 del Código Civil», (FJ 4.º). (STS 648/2003, de 1-7-2003 ECLI:ES:TS:2003:4594).

«La costumbre es mencionada en el Código Civil como segunda fuente de derecho, y 
tiene como notas características las de que se trata de una fuente independiente, pues nace 
y se desarrolla al margen de la ley; subsidiaria, ya que cumple una función supletoria de 
la norma jurídica positiva; y secundaria, en cuanto no rige para ella la máxima “iura novit 
curia” y quién alega su aplicación ante los órganos judiciales deberá probar su existencia, 
contenido y alcance, lo que no será necesario “si las partes estuviesen conformes en su 
existencia y contenido y sus normas no afectasen al orden público” (artículo 281.2 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil)», (FJ 2.º). (STS 204/2002, de 12-3-2002, 
ECLI:ES:TS:2002:1774).

«El art. 1.º Cód. civ. no es precepto valorativo de la prueba, solo respecto de la costumbre 
sienta una regla sobre quién la ha de probar…», (FJ 5.º). (STS 901/2000, de 10-10-2000, 
ECLI:ES:TS:2000:7242).

4. Los usos
Son usos jurídicos los usos sociales que presentan trascendencia jurídica, “que no sean 

meramente interpretativos de una declaración de voluntad” y se equiparan, por disposición 
del art. 1.3 CC, a la costumbre.

«El derecho de la descontante a lo que constituye propiamente una repercusión de gas-
tos deriva de la fuerza vinculante del contrato que, como se dijo, es fuente válida de una 
reglamentación o lex privata vinculante para las partes - artículo 1.091 del Código Civil -, 
que se integra también por el uso o práctica habitual en este tipo de operaciones - artículos 
1.258 y 1.287 del Código Civil -, del cual hay prueba en las actuaciones, como señala la 
sentencia recurrida», (FJ 3.º). (STS 584/2008, de 23-06-2008, ECLI:ES:TS:2008:3245).

«…y el motivo tercero porque se funda en infracción de las Reglas Uniformes relativas a 
la Gestión de Cobro de Documentos de la Cámara de Comercio Internacional, publicación 
322, y resulta que dichas Reglas, como ya declaró esta Sala en sus sentencias de 24 de 
abril de 1975 y 9 de octubre de 1997 acerca de las Reglas y Usos Uniformes relativos a los 
Créditos Documentarios, de 1933, no tienen la fuerza normativa que el apdo. 5 del art. 1 CC 
atribuye a los tratados internacionales, aunque sí una indudable relevancia interpretativa del 
contrato, conforme al art. 1258 del mismo Cuerpo legal, por su carácter de usos del comer-
cio», (FJ 2.º). (STS 75/2008, de12-2-2008, ECLI:ES:TS:2008:2553).

«De todo ello se deduce que para que el uso al que se acomoda la forma de inclusión del 
acuerdo de elección del foro tenga virtualidad para atribuir validez y eficacia a éste es pre-
ciso que, desde luego, sea conocido o deba serlo por las partes en la relación jurídica con-
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creta, pero, al tiempo, es necesario que sea ampliamente conocido por los operadores en 
el sector comercial considerado y regularmente observado por éstos, y no necesariamente 
por las partes de la relación jurídica, en los contratos del mismo tipo en dicho sector co-
mercial. Es ésta la interpretación que mejor se ajusta a los rasgos que definen la existencia 
de un uso según la doctrina del Tribunal de Justicia Comunitario, y que se impone desde la 
lógica de los términos en que está redactado el precepto, pues si se predica el requisito de 
la regular observancia del uso respecto de las partes de la concreta relación jurídica huelga, 
por innecesario, el requisito de su conocimiento por éstas, consustancial a su observancia 
regular. Es la exégesis que, además, se acomoda en mayor medida a la construcción sin-
táctica del precepto normativo, que gravita en torno a cognoscibilidad por las partes de la 
relación jurídica de la práctica en que el uso se resume, por un lado, y en torno a su ge-
neralidad en el tráfico comercial afectado, así como a su vigencia, por el otro, destacando 
en este último aspecto las notas caracterizadoras de los usos comerciales internacionales, 
conceptualmente generales y trascendentes a la estricta reiteración de una práctica en las 
relaciones entre las partes del contrato. Lo contrario sería tanto como identificar el uso 
comercial con los hábitos que hubieren establecido las partes entre ellas en sus relaciones 
comerciales, que por sí mismos constituyen un criterio de validez y eficacia de la forma del 
acuerdo de elección del foro, contemplado en la letra b) del apartado primero del artículo 17 
del Convenio; y sería tanto como circunscribir la operatividad de la regla a los usos particu-
lares, y limitar la eficacia del uso, a estos efectos, a los casos en que hubiera sido observado 
con anterioridad por las partes de la concreta relación jurídica, negando virtualidad a su ob-
servancia por vez primera, fundamentalmente por quien no es predisponente de la cláusula 
de sumisión, a lo que se añade el problema práctico, que se dará en no pocas situaciones, 
de la dificultad de acreditar la regular observancia del uso por aquel a quien se opone su 
existencia», (FJ 2.º). (STS 804/2007, de 5-7-2007, ECLI:ES:TS:2007:4493).

«El uso negocial supone la existencia de una conducta repetida y uniforme en el mundo 
de proceder de los negocios, que, no siendo interpretativa, el art. 1.3 del Título Preliminar 
del Código civil la considera como costumbre, luego hay que probarla por quien la alega, y 
eso no lo han hecho los recurrentes. Además, incluso prescindiendo de ello y contando con 
la existencia de ese hipotético uso, nada impide que las partes regulen el negocio jurídico 
de permuta de otra forma distinta a la que el uso indica, no es obligado seguirlo como si 
fuese una norma jurídica imperativa. Por último, la común experiencia demuestra que el 
contenido de estos contratos atípicos, en el sentido de que no están regulados por la ley, 
es tan variado como distintos son los intereses de los contratantes, por lo que hablar de un 
“uso” no pasa de ser una aplicación de un concepto jurídico con una finalidad retórica»., (FJ 
6.º). (STS 1035/1994, de 16-11-1994, ECLI:ES:TS:1994:7404).

5. Principios generales del derecho
«Sin embargo, como se ha dicho, la jurisprudencia invocada por la sentencia recurrida 

fue rectificada por la sentencia del pleno 475/2018, de 20 de julio, al valorar la sala que la 
doctrina anterior resultaba excesivamente rígida y que no podía ser mantenida de manera 
inflexible sin atender en cada caso a las exigencias que imponga la buena fe, principio gene-
ral del derecho que informa nuestro ordenamiento jurídico (arts. 1.4 y 7 CC)», (FJ 3.º). (STS 
628/2021, de 27-9-2021, ECLI:ES:TS:2021:3608).

«…referida a la infracción del principio del enriquecimiento injusto, constituye un princi-
pio general del derecho, conforme a la jurisprudencia consolidada contenida en sentencias 
del Tribunal Supremo, Sentencia del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, con número de re-
curso 1107/13, y numero de resolución 602 de fecha 28 de octubre de 2015, Sentencia del 
Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, con número de recurso 2251/13 y número de resolución 
82 de fecha 19 de febrero de 2016 y de las Audiencias Provinciales, Sentencia de la Audien-
cia Provincial de Valencia, sección 11.ª, con número de recurso 921/06, y número 328 de 
fecha 9 de mayo de 2007», (FJ 5.º). (STS 13/2020, de 15-01-2020, ECLI:ES:TS:2020:25).

«…al amparo de lo dispuesto en el artículo 477. 1 y 2.º de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
se ha formulado por vulneración de la doctrina jurisprudencial y de los artículos 1074 y 
1079 del Código civil alegando que no cabe la nulidad parcial de la partición y que debería, 
en su caso, haber interpuesto la acción de rescisión por lesión en más de la cuarta parte, 
conforme al artículo 1074 del Código civil o la acción de complemento del artículo 1079, los 
cuales no han sido ejercitados, […].
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… al amparo de la misma norma que el anterior alega la vulneración del principio ge-
neral del favor partitionis y de las sentencias que lo proclaman (así, sentencias de 13 mar-
zo 2003, 12 diciembre 2005, 20 enero 2012)», (FJ 3.º). (STS 287/2016 de 04-05-2016, 
ECLI:ES:TS:2016:1949).

«…el enriquecimiento injusto «tiene en nuestro ordenamiento no sólo la significación 
de un principio de Derecho aplicable como fuente de carácter subsidiario, sino muy acu-
sadamente la de una institución jurídica recogida en numerosos preceptos legales aunque 
de forma inconexa» (Sentencia de 1 de diciembre de 1980, con cita de la anterior de 12 de 
enero de 1943). Como principio general del derecho, cuya formulación sería «nadie debe 
enriquecerse injustamente o sin causa a costa de otro», se aplica de forma subsidiaria, en 
defecto de ley y de costumbre, y también informa el Derecho patrimonial, para evitar que 
puedan producirse enriquecimientos injustos, y contribuye a su interpretación en tal senti-
do. Como institución jurídica autónoma (enriquecimiento sin causa), y sin perjuicio de las 
eventuales previsiones legales, su aplicación descansa sobre la concurrencia de un elemen-
to económico (la ganancia de uno, correlativa al empobrecimiento de otro, mediando un 
nexo de causalidad entre ambas), y una condición jurídica (la ausencia de causa justificati-
va)», (FJ 10.º). (STS de 13-01-2015, ECLI:ES:TS:2015:261).

«Por último, constituye doctrina de esta Sala la de que los principios de derecho, como 
fuentes subsidiarias, después de la ley y la costumbre, sólo cabe que sean alegados expre-
sando su estricta necesidad ante la deficiencia del ordenamiento jurídico escrito o consue-
tudinario (entre otras, SSTS de 8 de noviembre de 1985 y 22 de febrero de 1993)», (FJ 3.º). 
(STS 107/2005, de 3-3-2005, ECLI:ES:TS:2005:1330).

6. Tratados internacionales y Derecho Comunitario
El art. 96.1 de nuestra Carta Magna determina que «Los tratados internacionales válida-

mente celebrados, una vez publicados oficialmente en España formarán parte del ordena-
miento interno. Sus disposiciones sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas 
en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo con las normas generales del 
Derecho internacional».

Como acertadamente apunta L.M. Díez-Picazo (‘La naturaleza de la Unión Europea’ Bar-
celona, octubre 2008, InDret 4/2008): “La Unión Europea es supranacional en un doble 
sentido: en sentido normativo, porque muchas de sus normas vinculan directamente a las 
autoridades nacionales y a los particulares; y en un sentido decisional, porque la aprobación 
de dichas normas no está necesariamente sometida a la regla de la unanimidad –la tenden-
cia ha venido siendo la de reducir progresivamente las materias en que se exige la decisión 
unánime- y porque en el procedimiento participan actores distintos de los representantes 
de los Gobiernos”.

Así resulta claro concluir que las normas comunitarias de la Unión Europea, a la que Es-
paña pertenece, tienen el carácter de normas supranacionales y por ello hay prevalencia de 
las normas de Derecho comunitario sobre las del derecho interno.

«La Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, hecha en Nueva 
York el 13 de diciembre de 2006, fue ratificada por España, publicada en el BOE de 21 de 
abril de 2008, la cual entró en vigor el 3 de mayo de dicho año, con lo que forma parte de 
nuestro ordenamiento jurídico interno a tenor de los arts. 1.5 CC y 96.1.º de la Constitución. 
La transposición del convenio al Código Civil se llevó a efecto por la Ley 8/2021, de 2 de 
junio», (FJ 3.º). (STS 734/2021, de 2-11-2021, ECLI:ES:TS:2021:4003).

«A la misma conclusión llega el ATS de 1 de febrero de 2011, 29/2010, en el que se de-
clara:

“Es más, la aparente discrepancia jurisprudencial sobre esta cuestión se explica pre-
cisamente por la mayor o menor base que pueda tener el intento de amparo ante el Tri-
bunal Constitucional; y si se llevara hasta sus últimas consecuencias la tesis de la parte 
demandante de que por “recursos previstos en el ordenamiento” (art. 293.1.f. LOP.1) hay 
que entender absolutamente todos los recursos, entonces habría que llegar a la conclusión 
extrema de que, antes de promover la declaración de error judicial, también tendría que 
haberse intentado el recurso ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, pues según el 
art. 1.5 CC las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales pasan a formar 
parte “del ordenamiento interno” mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del 
Estado», (FJ 2.º). (STS de 30-06-2015, ECLI:ES:TS:2015:3190).
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«La prueba pericial no puede versar sobre cuestiones jurídicas, pues estas no pueden 
ser objeto de prueba, salvo la costumbre y el derecho extranjero (art. 281.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil), lo que no es el caso», (FJ 3.º). (STS 588/2014, de 22-10-2014, 
ECLI:ES:TS:2014:4623).

7. Jurisprudencia
«Así tuvimos ocasión de señalarlo ya en nuestra STC 95/1993, de 22 de marzo, en la 

que subrayamos que la sentencia que introduce un cambio jurisprudencia “hace decir a la 
norma lo que la norma desde un principio decía, sin que pueda entenderse que la jurispru-
dencia contradictoria anterior haya alterado esa norma, o pueda imponerse como Derecho 
consuetudinario frente a lo que la norma correctamente entendida dice” (FJ 3)”.

Dicho de otro modo, y a los efectos que ahora interesa, el eventual cambio de jurispru-
dencia no equivale a una reforma legal que impida su aplicación retroactiva a conflictos 
jurídicos suscitados con anterioridad. La jurisprudencia interpreta una norma preexistente y 
puede aplicarse, aun en el caso en que haya existido un cambio jurisprudencial, a todos los 
casos en que resulte de aplicación aquella norma», (FJ 2.º). (STS 409/2019, de 9-7-2019, 
ECLI:ES:TS:2019:2338).

«…la acreditación de interés casacional por contradicción de la sentencia recurrida a la 
doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo requiere, conforme al artículo 1.6 CC, la acre-
ditación de una jurisprudencia reiterada y que como exponente de la misma se citen dos 
o más sentencias (sentencia 299/2001, de 30 de marzo, con cita de otras)», (FJ 3.º). (STS 
429/2017, de 7-7-2017, ECLI:ES:TS:2017:2723).

«La jurisprudencia, entendida en cuanto complementación del ordenamiento jurídico por 
el Tribunal Supremo, efectuada de forma reiterada al interpretar y aplicar la ley, la costum-
bre y los principios generales del Derecho (art. 1.6 del C. civil), asume, por esencia, la fun-
ción de obtener seguridad jurídica en la interpretación de un instituto normativo, evitando 
la dispersión hermenéutica que pudiera resultar de la labor jurisdiccional de los tribunales», 
(FJ 4.º). (STS 810/2011, de 23-11-2011, ECLI:ES:TS:2011:9341).

«…el artículo 1.6 del Código Civil únicamente considera jurisprudencia, como fuente 
complementaria del derecho la emanada, de forma reiterada, del Tribunal Supremo al inter-
pretar y aplicar la Ley, la Costumbre y los Principios Generales del Derecho. La Sentencia de 
esta Sala de 23 de diciembre de 1999 establece, recogiendo la doctrina al respecto, que, a 
los efectos de fundamentar el recurso de casación, “sólo se considera Jurisprudencia, en el 
sentido de complemento del ordenamiento jurídico que proclama el artículo 1.6 del Código 
Civil, la que emana del Tribunal Supremo y de la Sala correspondiente a la materia de que 
se trata: así, Sentencias de 14 de junio de 1991, 14 de junio de 1994, 15 de diciembre de 
1998 y 14 de junio de 1999 “, rechazándose, en todo caso, la cita de sentencias de Audien-
cias Provinciales, por no constituir jurisprudencia (Sentencias del Tribunal Supremo de 11 
de octubre de 1994 y de 9 de noviembre de 1998, entre otras)», (FJ 2.º). (STS 886/2007, de 
17-7-2007, ECLI:ES:TS:2007:5019).

«…la jurisprudencia, tampoco es fuente del derecho aunque tiene el valor que proclama 
el artículo 1.6 del Código civil de complementar el ordenamiento jurídico, lo que se refleja, 
como misión más importante, en la función de la unidad de criterio en la aplicación e interpre-
tación de la norma jurídica», (FJ 5.º). (STS 3/1998, de 20-1-1998, ECLI:ES:TS:1998:209).

8. La doctrina científica
Se entiende por doctrina científica, a los efectos que nos ocupan, la que es expuesta 

por los autores en sus obras. Por lo tanto, no es fuente del Derecho, es un simple medio de 
conocerlo o profundizar en su estudio. La doctrina científica tiene el valor que le dispensa 
la autoridad científica del autor que la patrocina o el que le venga dado por los argumentos 
que desarrolla o acoge.

En Derecho romano la doctrina científica sí que tuvo carácter de fuente del Derecho tanto 
desde su aplicación práctica como desde su desarrollo legal. Así una ley de Valentiniano III 
se encargó de dar fuerza de ley a las opiniones vertidas por los jurisconsultos Papiniano, 
Gaio, Ulpiano, Paulo y Modestino.

«4.- Cuestión distinta es el valor jurisprudencial propio de las sentencias del Tribunal Supre-
mo conforme al art. 1.6 CC, como doctrina que complementa el ordenamiento jurídico. Como 
ha afirmado reiteradamente la sala, el recurso de casación cumple una “función de preservar 
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la pureza de la ley para conseguir la igualdad y la seguridad jurídica en su aplicación, donde 
tiene su origen la doctrina legal con valor complementario del ordenamiento jurídico” (sen-
tencias 194/2016, de 29 de marzo, y 103/2021, de 25 de febrero). Como dice la exposición de 
motivos de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil al referirse al recurso de casación:

“En un sistema jurídico como el nuestro, en el que el precedente carece de fuerza vincu-
lante -sólo atribuida a la ley y a las demás fuentes del Derecho objetivo-, no carece ni debe 
carecer de un relevante interés para todos la singularísima eficacia ejemplar de la doctrina 
ligada al precedente, no autoritario, pero sí dotado de singular autoridad jurídica», (VP FJ 
3.º). (STS 869/2021, de 17-12-2021, ECLI:ES:TS:2021:4764).

«(ii) Como recuerda el Tribunal Constitucional, “esta función de unificación de la doctrina 
corresponde a los órganos superiores de la Jurisdicción ordinaria, a través de los recursos 
de casación o revisión, siendo, pues, sus criterios los que resultan vinculantes como fuente 
complementaria del Derecho (art. 1.6 CC) sin perjuicio de la evolución de la propia doctrina 
originada en los órganos superiores o en la confirmación de resoluciones suficientemente 
fundadas de los inferiores” (STC 246/1993, de 19 de julio)», (FJ 3.º). (STS 369/2021, de 28-
5-2021, ECLI:ES:TS:2021:2192).

«Reconocida, pues, la relativa dificultad del asunto, hay que señalar, sin embargo, que 
la jurisprudencia y la doctrina científica nos suministra criterios jurídicos muy sólidos para 
resolverlo, habiendo interpretado con gran precisión el alcance de esos rasgos definitorios 
del contrato de trabajo…». (FJ 2.º), (STS de 19-02-2014, ECLI:ES:TS:2014:1404).

«…la doctrina científica no es fuente del Derecho, sino que es un simple medio de co-
nocerlo o profundizar en su estudio; la doctrina trabaja sobre fuentes, pero no lo es en sí 
misma», (FJ 1.º). (STS 886/2008 de 8-10-2008, ECLI:ES:TS:2008:5234).

ART. 2
1. Las leyes entrarán en vigor a los veinte días de su completa publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado», si en ellas no se dispone otra cosa.
2. Las leyes sólo se derogan por otras posteriores. La derogación tendrá el alcance 

que expresamente se disponga y se extenderá siempre a todo aquello que en la ley 
nueva, sobre la misma materia sea incompatible con la anterior. Por la simple deroga-
ción de una ley no recobran vigencia las que ésta hubiere derogado.

3. Las leyes no tendrán efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario.

CONCORDANCIAS
Ver arts. 1, 4, 13, 1939, 1976 y disp. trans. 1, 3 y 4 del CC; art. 9.3 de la CE; art. 2 de la LEC; art. 

111-10 de la Ley 29/2002, de 30 de diciembre, primera Ley del Código Civil de Cataluña; art. 2 del CP; 
art. 37 de la LPAC.

JURISPRUDENCIA

1. Entrada en vigor.
2. Derogación.
3. Retroactividad.

1. Entrada en vigor
«2.- Hay que advertir que los citados arts. 21 y 22 LOPJ fueron modificados por la Ley Or-

gánica 7/2015, de 21 de julio, y el primero lo fue nuevamente por la Ley Orgánica 16/2015, 
de 27 de octubre. Pero ambas fechas, y la entrada en vigor de esas reformas, son ya pos-
teriores a la interposición de la demanda (el 20 de febrero de 2015), con los consiguientes 
efectos de litispendencia y perpetuación de la jurisdicción previstos en los arts. 410 y 411 
LEC, por lo que para la resolución del presente litigio hay que estar a la redacción originaria 
de aquellos preceptos (sin perjuicio constatar que, tras la reforma, se mantiene la regla 
de la competencia de los tribunales españoles, en aquellas materias en que una norma 
expresamente lo permita, “cuando las partes, con independencia de su domicilio, se hayan 
sometido expresa o tácitamente a ellos” - art. 22.1 bis LOPJ -)»., (FJ 4.º). (STS 578/2021, 
de 27-7-2021, ECLI:ES:TS:2021:3188).

«(iii) Consecuencia de tal interpretación es la afirmación que recogíamos anteriormente 
en el sentido de que la modificación del párrafo segundo del artículo 225 RRC, publicada el 
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25 de enero 1978 con entrada en vigor a partir del 26 de enero 1978, no vino a modificar sus-
tancialmente la del Texto original sino a clarificar las dudas surgidas, en sintonía con la regla 
a que hacíamos mención del Real Decreto de 12 junio 1899 como interpretación autorizada 
del artículo 15 CC», (FJ 3.º), (STS 704/2015, de 16-12-2015, ECLI:ES:TS:2015:5808).

2. Derogación
«3.- El juzgado de primera instancia estimó la demanda. En relación con los intereses soli-

citados argumentó: “Respecto de los intereses, procede estimar la demanda siendo de apli-
cación la doctrina del Tribunal Supremo sobre el comienzo del devengo de los intereses al 
interpretar la Ley 57/68, que avala la pretensión de la parte actora, como puede apreciarse 
en las sentencias de 13 de septiembre de 2013, fundamento undécimo, y de 17 de marzo de 
2016 donde indica que “procede, por tanto, estimar íntegramente la demanda para condenar 
a la entidad de crédito demandada a pagar a los demandantes la cantidad de 107.800 euros, 
suma total de las cantidades anticipadas e ingresadas en la cuenta del promotor abierta en 
dicha entidad, incrementada con los intereses legales devengados desde su ingreso, aunque 
no al tipo del 6% anual establecido en el art 3 de la Ley 57/1968, como se pedía con carácter 
principal, pues esta norma debe entenderse derogada por la D. adicional 1.ª c) de la Ley de 
Ordenación de la Edificación, en su redacción aplicable al caso por razones temporales, ante-
rior por tanto a la derogación de la Ley 57/1968, disposición adicional de la LOE que establece 
“los intereses legales del dinero vigentes hasta el momento en que se haga efectiva la devo-
lución”»., (FJ 1.º). (STS 703/2021, de 18-10-2021, ECLI:ES:TS:2021:3877).

«La sentencia impugnada, pese a citar el precepto del artículo 765 LEC, no se refiere 
posteriormente a dicha norma y, en consecuencia, no resuelve sobre la posible coexistencia 
de la misma con la nueva redacción del artículo 133 CC. Es preciso recordar que según 
dispone el artículo 2.2 CC la derogación de una ley por otra posterior ha de ser expresa 
pues, en caso contrario, sólo se produce en caso de incompatibilidad de la ley nueva con 
la anterior; incompatibilidad que, como se ha dicho, no existe en el caso presente», (FJ 2.º). 
(STS 497/2019, de 27-09-2019, ECLI:ES:TS:2019:2950).

«La regla general -no única ni necesaria- es que si la norma impugnada ha sido derogada 
por otra posterior o declarada nula por sentencia o, en definitiva, ha sido eliminada por cual-
quier otro medio, queda sin contenido la pretensión anulatoria, luego hay pérdida sobreve-
nida del objeto del procedimiento al carecer de utilidad la controversia por desaparición real 
de la misma: la norma cuya nulidad se pretende ya ha sido expulsada del ordenamiento jurí-
dico (cf. por todas, la sentencia de esta Sala, Sección Sexta, de 15 de abril de 2009, recurso 
1470/2005», (FJ 5.º). (STS 1152/2018, de 6-07-2018, ECLI:ES:TS:2018:2574).

«La LEC vigente no es aplicable, pues, como ha declarado esta Sala en las SSTS 6-5-2008 
y 29-9-2010, el art. 2 LEC establece con carácter general el criterio de la irretroactividad 
de las leyes procesales, sin distinción entre las normas de procedimiento y las que regulan 
instituciones procesales de otra naturaleza, y únicamente permite, tal como se desprende 
a contrario (por contraposición lógica) del art. 9.3 CE, y directamente del art. 2.3 CC, que 
pueda establecerse otra cosa en disposiciones legales de Derecho transitorio», (FJ 3.º). (STS 
113/2011, de 22-2-2011, ECLI:ES:TS:2011:1069).

«Esta Sala ya ha resuelto la cuestión jurídica que se plantea en el motivo en sendas SS 
de Pleno de 15-1-2009, que resolvieron los recursos de casación números 2097/2003 y 
1555/2002, en las que se declara como doctrina jurisprudencial que el art. 53 TRLAU de 
1964 es un precepto vigente en la actualidad, de conformidad con la disp. trans. 2.ª de la 
Ley 29/1994, de Arrendamientos Urbanos, y es plenamente aplicable a los arrendamientos 
celebrados con anterioridad al 9-5-1985, y su ejercicio no supone un abuso de derecho al 
ejercitarse la acción impugnatoria con base en una facultad reconocida legalmente, debi-
do a la virtualidad del art. 2.2 CC en cuanto al principio de derogación de las normas, al 
fundamento de seguridad jurídica del art. 9.3 CE y la doctrina del TC sobre este particular, 
así como a la regla de la tutela judicial efectiva para la resolución de los pleitos secundum 
legem y de acuerdo con el sistema de fuentes establecido (art. 1.7 CC), sin que la interpreta-
ción sociológica permita la derogación de una norma que pretende proteger al inquilino, ob-
jetivo al que responde dicho art. 53», (FJ 3.º) (STS de 30-4-2010, ECLI:ES:TS:2010:1895).

«El art. 2.2 CC en su inciso primero, dispone que las leyes sólo se derogan por otras pos-
teriores, lo cual supone que las normas pueden ser derogadas expresa o tácitamente por 
otras posteriores de igual o superior rango, según así se disponga explícitamente o resulte 
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la incompatibilidad de la nueva con la antigua regulación, bien total o parcialmente, según 
afecte a la integridad o una parte de la legislación anterior…», (FJ 3.º). (STS 684/2005 de 
29-9-2005 ECLI:ES:TS:2005:5676).

3. Retroactividad
«Es cierto que el art. 2.3 CC prescribe, con carácter general, que “las leyes no tendrán 

efecto retroactivo, si no dispusieren lo contrario”. Pero la jurisprudencia de esta sala, con-
tenida en la sentencia 992/2012, de 16 de enero, ha interpretado el alcance de esta pro-
hibición de retroactividad, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, en el 
siguiente sentido:

“la incidencia de la norma nueva sobre relaciones consagradas puede afectar a situacio-
nes agotadas y es entonces cuando puede afirmarse que la norma es retroactiva, ya que el 
artículo 2.3 CC no exige que expresamente se disponga la retroactividad, sino que la nueva 
norma ordene que sus efectos alcancen a tales situaciones (STC, del Pleno, 27/1981, de 20 
de julio de 1981), con el límite de que la retroactividad será inconstitucional (artículo 9.3 CE) 
cuando se trate de disposiciones sancionadoras no favorables o en la medida que restrinja 
derechos individuales, es decir afecte al ámbito de los derechos fundamentales y libertades 
públicas o a la esfera general de protección de la persona (SSTC 42/1986, de 10 de abril, 
173/1996, de 31 de octubre), y siempre que sean derechos consolidados, asumidos e inte-
grados en el patrimonio del sujeto, no los pendientes condicionados o las meras expectati-
vas (SSTC 99/1987, de 11 de junio, 178/1989, de 2 de noviembre)”.

En realidad, como hemos advertido en otras ocasiones, por ejemplo en la reseñada sen-
tencia 992/2012, de 16 de enero, a la hora de precisar el alcance de esta prohibición de 
irretroactividad de las normas, hay que distinguir entre una “irretroactividad auténtica” o 
propia, y la “irretroactividad impropia”:

“En materia de retroactividad, el Tribunal Constitucional ha distinguido entre aquellas 
disposiciones legales que con posterioridad pretenden anudar efectos a situaciones de he-
cho producidas o desarrolladas con anterioridad a la propia ley, y ya consumadas, que 
ha denominado de retroactividad auténtica, y las que pretenden incidir sobre situaciones 
o relaciones jurídicas actuales aún no concluidas, que ha denominado de retroactividad 
impropia. En el primer supuesto -retroactividad auténtica- la prohibición de retroactividad 
operaría plenamente y solo exigencias cualificadas del bien común podrían imponerse ex-
cepcionalmente a tal principio. En el segundo -retroactividad impropia- la licitud o ilicitud 
de la disposición resultaría de una ponderación de bienes llevada a cabo caso por caso te-
niendo en cuenta, de una parte, la seguridad jurídica y, de otra, los diversos imperativos que 
pueden conducir a una modificación del ordenamiento jurídico, así como las circunstancias 
concretas que concurren en el caso (SSTC 126/1987, de 16 de julio, 182/1997, de 28 de 
octubre, 112/2006, del Pleno, de 5 de abril de 2006), distinción a la que se refirió esta Sala 
en la STS, del Pleno, de 3 de abril de 2008, RC n.º 4913/2000”.

Esta doctrina ha sido reiterada por el Tribunal Constitucional en sentencias posteriores, 
por ejemplo en la STC 51/2018, de 10 de mayo», (FJ 2.º). (STS 639/2021, de 28-09-2021, 
ECLI:ES:TS:2021:3430).

Y como broche de oro, el Alto tribunal declara sin ambages que «En suma, conforme a 
la doctrina de este Tribunal, el art. 9.3 CE no contiene una prohibición absoluta de retroacti-
vidad que conduciría a situaciones congeladoras del ordenamiento contrarias al art. 9.3 CE 
(STC 126/1987, de 16 de julio, FJ 11.º), ni impide que las leyes puedan afectar a derechos e 
intereses derivados de situaciones jurídicas que siguen produciendo efectos, pues no hay 
retroactividad proscrita cuando una norma regula pro futuro situaciones jurídicas creadas 
con anterioridad a su entrada en vigor o cuyos efectos no se han consumado, ya que el le-
gislador puede variar ex nunc el régimen jurídico preexistente de los derechos individuales, 
siempre que se ajuste a las restantes exigencias de la Constitución (STC 227/1988, de 29 
de noviembre), (FJ 9)», (FJ 5.º). (STS 1381/2017, de 14-9-2017, ECLI:ES:TS:2017:3268).

«En las Sentencias 458/2010, de 30 de junio, y 557/2010, de 23 de septiembre, en las 
que hemos rechazado que la responsabilidad por deudas tenga naturaleza punitiva, y he-
mos declarado que a su eficacia en el tiempo le son aplicables las reglas generales sobre 
la retroactividad de las normas y, en definitiva, prevista en el artículo 2.3 del Código Civil 
la irretroactividad de las leyes si no dispusieren lo contrario, la irretroactividad de la modi-
ficación introducida por la Ley 19/2005, de 14 de noviembre, sobre Sociedades Anónimas 
Europeas domiciliadas en España, ya que la misma no contiene alusión alguna a su eventual 
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retroactividad incluso más allá, como pretende la recurrente, de la vigencia de la Ley Con-
cursal y no tiene carácter inequívocamente retroactivo» (STS 104/2012, de 05-03-2012, 
ECLI:ES:TS:2012:1582).

«La seguridad jurídica, principio inspirador del ordenamiento de plasmación constitu-
cional (art. 9.3 CE), exige el conocimiento previo de la norma que va a aplicarse a una 
determinada situación jurídica, de manera que las situaciones y relaciones jurídicas se ri-
gen por la vigente al tiempo en que aquellas acontecen o se producen. Certeza, predicti-
bilidad y confianza en el ordenamiento vigente son exigencias por razón de la seguridad 
jurídica, que, de acuerdo con el viejo axioma “tempus regit actum”, conducen a establecer 
al principio general de que las normas son por regla general irretroactivas salvo que ex-
cepcionalmente en ellas se diga lo contrario (SSTS 16 enero 1963, 22 diciembre 1978, 19 
octubre 1982, 25 mayo 1995, 20 de abril 2009)», (FJ 5.º). (STS 553/2011, de 18-07-2011, 
ECLI:ES:TS:2011:5100).

CAPÍTULO II
Aplicación de las normas jurídicas

ART. 3
1. Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en rela-

ción con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos, y la realidad social 
del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y 
finalidad de aquéllas.

2. La equidad habrá de ponderarse en la aplicación de las normas, si bien las reso-
luciones de los Tribunales sólo podrán descansar de manera exclusiva en ella cuando 
la ley expresamente lo permita.

CONCORDANCIAS
Ver arts. 13 y 1154 del CC; art. 149.1.8 de la CE; arts. 111.2 y 111.9 de la Ley 29/2002, de 30 de 

diciembre, primera Ley del Código Civil de Cataluña; ley 1 de la Ley 1/1973, de 1 de marzo, por la que 
se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra; art. 2 de la Ley 2/2006, de 14 de junio, 
de derecho civil de Galicia; art. 1 del Decreto Legislativo 79/1990, de 6 de septiembre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la compilación del derecho civil de las Islas Baleares; Ley 60/2003, de 
23 de diciembre, de Arbitraje.

COMENTARIO/JURISPRUDENCIA

1. Interpretación.
2. Equidad.

1. Interpretación
Hay distintas teorías interpretativas de la norma, que van desde la teoría legislativa primi-

tiva, teoría de la voluntad del legislador, teoría de la voluntad objetiva de la ley, hasta la del 
derecho libre a tenor de la brillante exégesis efectuada por el Profesor De Castro. La teoría 
del Derecho Libre sostiene que la norma es un elemento auxiliar y que hay que interpretarla 
incluso contra legem si así lo requiere el caso concreto. Se establece el papel preponderante 
del juez como cuasilegislador. Es precisamente ésta la tendencia que sigue el Código Civil 
helvético de 1907, que le atribuye el poder de decidir “según él hubiere establecido como 
legislador” en su artículo primero (A.2.º), pues establece que “en ausencia de una disposi-
ción legal, el juez pronuncia en el derecho consuetudinario y en ausencia de una costumbre, 
de acuerdo con las reglas que él establecería si tuviera que realizar un acto del legislador”. 
No se nos escapa el peligro que encierra esta interpretación de las leyes, el primero, la falta 
de seguridad jurídica, y, el segundo, vernos en manos de unos jueces nombrados por los 
partidos políticos.

Nuestro CC no ha querido, en modo alguno, acogerse a la teoría de la interpretación libre 
de las leyes al manifestar:

Primero.- Que “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras…”, 
lo que nos lleva directamente a que in claris non fit interpretatio y, por tanto, no cabe desna-
turalizar e significado propio de las palabras.
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Segundo.- Que al interpretar las normas se hará “...en relación con el contexto, los an-
tecedentes históricos y legislativos…”. No se deja rienda suelta al intérprete, sino que se le 
constriñe a relacionar las normas con nuestro Derecho Histórico y con los principios gene-
rales del Derecho y con nuestro sistema normativo in toto.

Tercero.- No se emplaza a los elementos extrajurídicos hasta el artículo 3.1 CC in fine, 
al exclamar “…la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas…”. Si el precepto 
finase aquí podría entenderse que el legislador habría querido introducir de la interpretación 
libre de las leyes o la teoría extranjerizante extraña a nuestro derecho histórico, pero:

Cuarto.- El precepto, cierra su párrafo primero diciendo que si bien hay que interpretar 
las normas con relación a esa realidad social rubrica el mismo “…atendiendo fundamental-
mente al espíritu y finalidad de aquéllas”. Y Es esto lo que, velis nolis, consagra el imperio 
de la norma sobre la libre aplicación judicial de la misma.

«23.- En definitiva, la interpretación de dicha norma (artículo 1303 CC) y su aplicación 
al caso no pueden ser ajenas a las previsiones del artículo 3 CC en el sentido de que dicha 
interpretación se ha de hacer atendiendo fundamentalmente a su “espíritu y finalidad”», (FJ 
1.º). (STS 867/2021, de 15-12-2021, ECLI:ES:TS:2021:4564).

«5.- Los criterios de interpretación del precepto (art. 3 CC) que propugna la parte deman-
dante no pueden ser compartidos:

(i) En cuanto a la interpretación literal, no cabe duda de que la propia dicción del art. 348 
bis LSC se refiere únicamente al ejercicio anterior y no a una pluralidad de ejercicios cuyas 
cuentas son examinadas en una misma junta general.

(ii) En lo que respecta a la interpretación sistemática, ya hemos visto que una interpre-
tación conjunta con los preceptos de la misma LSC y del Plan General de Contabilidad que 
regulan las formulación y aprobación de las cuentas anuales de las sociedades de capital 
abonan la conclusión de que el derecho de separación por no distribución de dividendos 
solo puede ejercitarse en relación con la aprobación de las cuentas del ejercicio anterior a 
la junta general en que se acuerda la no distribución.

(iii) Respecto a la interpretación sociológica, que sea una máxima de experiencia que la 
acumulación de ejercicios sociales en una única junta pueda perjudicar al socio minoritario, 
no excluye que éste pueda reaccionar con los instrumentos que le permite el ordenamiento 
jurídico, básicamente la solicitud de convocatoria judicial o registral, o la impugnación de 
los acuerdos sociales. Y en todo caso, esa difusa realidad social (más bien, societaria) no 
puede contravenir lo que resulta de la interpretación literal y sistemática. Salvo de supues-
tos de fraude de ley, cuya existencia no ha sido declarada probada en este caso.

(iv) En cuanto a la interpretación teleológica, una cosa es que el sentido de la norma sea 
proteger al socio minoritario frente al rodillo de la mayoría y otra que se ensanche artificial-
mente el periodo que la ley establece para poder ejercer el derecho de separación, pues ello 
conllevaría una inseguridad jurídica que produciría resultados contrarios a los pretendidos 
con la propia institución.

(v) Por último, el elemento cronológico o histórico tampoco favorece la interpretación 
pretendida por el recurrente, puesto que si el propio legislador decidió repetidamente la 
suspensión de la vigencia de la norma (en situaciones de crisis económica notoriamente 
conocidas), difícilmente cabría una interpretación que permitiera el ejercicio del derecho 
suspendido respecto de un ejercicio plenamente afectado por la decisión legislativa de sus-
pensión», (FJ 2.º). (STS 104/2021, de 25-02-2021, ECLI:ES:TS:2021:646).

«Al interpretar hoy […], no puede obviarse el criterio interpretativo relativo a ‘la realidad 
social del tiempo en que [las normas] han de ser aplicadas atendiendo fundamentalmente al 
espíritu y finalidad de aquéllas’, tal como establece el art. 3 del Código Civil», (FJ 3.º). (ATS 
de 18-12-2019, ECLI:ES:TS:2019:13460A).

«En un Estado de Derecho, los Jueces y Magistrados no pueden hacer descansar sus 
resoluciones en tales razones, decidiendo en contra de lo que dispone la ley aplicable al 
caso, interpretada por ellos conforme a los criterios que el artículo 3.1 CC establece (art. 
117.1 CE; art. 3.2 CC)», (FJ 3.º). (STS 574/2016, de 30-09-2016, ECLI:ES:TS:2016:4184).

«…dispone el elemento sociológico en la interpretación de las normas (...) realidad so-
cial del tiempo en que han de ser aplicadas atendiendo fundamentalmente al espíritu y 
finalidad de aquéllas. Tal como dice la sentencia de esta Sala de 10 de abril de 1995, esta 
regla contiene sólo una llamada a la profundización en el conocimiento de la realidad social 
para descubrir mejor el espíritu y finalidad de aquellas, en relación con los demás elemen-
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tos hermeneúticos. La misma sentencia advierte que no supone la justificación del arbitrio 
judicial, ni una interpretación laxa de las normas y, desde luego, excluye que se orille la 
aplicación de la norma vigente, al caso concreto. Es, pues, la realidad social un elemento 
de la interpretación de la ley que significa el conocimiento y la valoración de las relaciones 
de hecho a que debe aplicarse la norma, teniéndolas en cuenta según la vida real inmersa 
en la sociedad. Como tal elemento de interpretación, no puede tergiversar la ley, cambiarle 
su sentido o darle una aplicación arbitraria», (FJ 4.º), (STS 1156/1997, de 18-12-1997, 
ECLI:ES:TS:1997:7777).

«Además, el art. 3.1 CC no es una Ley directamente aplicable al caso del pleito, sino una 
guía para interpretar las Leyes sustanciales que hayan de aplicarse, por lo que dicha norma 
sólo de manera general es vinculante para el juez, y su violación no permitiría su cita directa 
a efectos de casación. Por otro lado, al preconizarse en definitiva aplicar un criterio socioló-
gico en la interpretación de las Leyes, exige prudencia y sólo puede ser utilizado cuando la 
Ley expresamente lo permita (Sentencias de 8 de marzo de 1982, 3 de noviembre de 1987 
y otras) …», (FJ 3.º). (STS 74/1992, de 07-02-1992, ECLI:ES:TS:1992:864).

«Doctrina que se sustenta en la afirmación de que el problema de «cuál sea la norma apli-
cable al caso concreto es una cuestión de estricta legalidad ordinaria que no corresponde 
resolver a este Tribunal» (STC 211/1988, fundamento jurídico 2.º, entre otras), en tanto que 
«la selección de las normas aplicables y su interpretación corresponde, en principio, a los 
Jueces y Tribunales ordinarios, en el ejercicio de la función jurisdiccional que, con carácter 
exclusivo, les atribuye el art. 117.3 de la Constitución (STC 178/1988, fundamento jurídico 
2.º, igualmente entre otras). Es, pues, facultad propia de la jurisdicción ordinaria determinar 
la norma aplicable al supuesto controvertido y cuál o cuáles son la o las normas derogadas. 
Determinación que podrá constituir vulneración de la legalidad ordinaria, pero no lesión de 
la Constitución. El control por parte de este Tribunal de la selección de la norma aplicable 
llevada a cabo por los órganos jurisdiccionales sólo podrá producirse, en términos genera-
les, si se ha tratado de una selección arbitraria, manifiestamente irrazonable (STC 23/1987, 
fundamento jurídico 3.º), o ha sido fruto de un error patente; si se ha desconocido o no se ha 
tenido en cuenta por el Juez la ordenación constitucional y legal de los controles normativos 
(arts. 106.1 y 163 de la Constitución), por ejemplo, no aplicando directamente una ley pos-
constitucional por entenderla incompatible con la Norma fundamental sin plantear cuestión 
de inconstitucionalidad (STC 23/1988, fundamento jurídico 1.º); o, en fin, si de dicha selec-
ción se ha seguido daño para otro derecho fundamental distinto al de la tutela judicial efec-
tiva e igualmente tutelable a través de la vía del recurso de amparo (STC 50/1984, funda-
mento jurídico 3.º; ATC 254/1982)»., (FJ 4.º). (STC de 23-05-1990, ECLI:ES:TC:1990:90).

2. Equidad
«20. En efecto, tampoco se ha constatado un ejercicio abusivo del derecho del art. 1062 

del CC por parte del recurrente, cuestión que no es ni tan siquiera sugerida, ni objeto de 
ponderación por la sentencia de la Audiencia, ni lesionado el principio de equidad, sobre el 
cual tampoco se puede basar exclusivamente una resolución judicial (art. 3. 2 CC)», (VP III). 
(STS 458/2020, de 28-07-2020, ECLI:ES:TS:2020:2502).

«Por último, no es que la sentencia recurrida, al aplicar la moderación, acuda a la equidad, 
lo que según la recurrente infringiría el art. 3.2 CC al no haber una norma que lo permita, 
sino que aplica el art. 1154 CC que autoriza precisamente la moderación “ equitativamente 
“, cuando la obligación principal hubiese sido en parte cumplida por el deudor. La equidad 
es la adecuación de la norma general a las particularidades del caso concreto al que ha de 
aplicarse, tal como reza la Exposición de motivos del Decreto de 31 de mayo de 1974, con 
ocasión de redactarse el Título Preliminar del Código Civil», (FJ 3.º). (STS 652/2013, de 
6-11-2013, ECLI:ES:TS:2013:6501).

«El recurso a la equidad, en el contexto interpretativo de las normas, tal y como puso 
de manifiesto la Exposición de Motivos de la Ley 3/1974, de 17 de marzo, que introdujo la 
figura en el Código Civil, se configura en un elemento tendente a lograr una aplicación de 
las normas sensible a las particularidades de cada caso, especialmente cuando éstas no 
vienen contempladas por la generalidad de la norma», (FJ 4.º). (STS 454/2012, de 11-07-
2012, ECLI:ES:TS:2012:6698).

«En efecto, la equidad, que ha de ser ponderada en la interpretación de las normas, no 
sirve de soporte exclusivo de las resoluciones judiciales sin que la Ley lo permita expresa-
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